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la sociedad LYSA. El Tribunal Administrativo de Antioquia declaró la nulidad 
de todo lo actuado por Salta de jurisdicción y ordenó remitirlo al juzgado civil 
del circuito; el Consejo de Estado revocó el auto apelado y lo remitió al Tri- 
bunal de origen. En esta providencia se consideró que con ocasión de la Ley 
1107 de 2.006, que modificó el articulo 82 del Código Contencioso Adminis- 
trativo, deben considerarse derogados los numerales 5 del articulo 132 y dcl 
artículo 1348 del Código Contencioso Administrativo, reformados por la Ley 
446 de 1.998. Así mismo, el Consejo de Estado asimiló las empresas de ser- 
vicios públicos de carácter mixto a las sociedades de economia mixta, cuando 
poseen un capital superior del 50%. En consecuencia, por considerar que la 
empresa demandada Aguas de Rionegro S.A. E.S.P. tenía un capital superior 
a 90%, debía considerarse que cumplía con las condiciones establecidas en la 
ley 1150 de 2.006, y que sus controversias son conocidas por la jurisdicción 
de lo contencioso administrativo, excepto en lo referente a facturas de servi- 
cios públicos. En este auto salvó el voto la Consejera de Estado Ruth Stella 
Palacio, por considerar que no existe ningún fundamento legal para asimilar 
a las E.S.P. mixtas con las sociedades de economia mixta, en especial porque 
la ley 142 de 1.994 estableció una tipologia de empresas muy diferente a la 
tipologia de entidades públicas regulada en la Ley 489 de 1.998.' 

- En auto del 18 de julio de 2.007, expediente No.29745 C.P. doctora Ruth 
Stella Correa Palacio, el Consejo de Estado se refirió a la Ley 1107 de 2.006, 
y a su exposición de motivos, y consideró que la mencionada ley adoptó u11 
criterio orgánico. En dicha providencia se consideró que puesto que en el ar- 
ticulo segundo de la Ley 1107 de 2.006 expresamente se derogó el articulo 
30 de la Ley 446 de 1.998, y las demás normas que le sean contrarias, habia 
derogatoria tácita de los numerales quinto del artículo 132 del Código Conten- 
cioso Administrativo y del artículo 1348 del mismo Código, que habían sido 
modificados por los artículos 40 y 42 de la Ley 446 de 1.998. En esta oportu- 
nidad, se consideró que "La jurisdicción administrativa conocerá de todos los 
contratos de las entidades prestadoras de servicios públicos de carácter estatal, 
tengan ellos o no vinculación directa con el servicio, en tanto en que esta exi- 
gencia desapareció del ordenamiento jurídico al adoptarse el criterio orgánico 
por el articulo primero de la Ley 1150 de 2.006". En el caso en concreto se 
consideró que, por cuanto la demandada había celebrado contrato con el par- 
ticular demandante, era una empresa de servicios públicos oficial, definida 
como estatal en el articulo 38 de la Ley 489 de 1.998, el juez del contrato era 
la jurisdicción de lo contencioso administrativo. Aclaró el voto el Consejero 
de Estado, doctor Ramiro Saavedra, en el sentido de que la Ley 1107 de 2.006, 
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